
La Sentencia del Tribunal de Justicia de la
Unión Europea de 30 de abril de 2009 (asunto
C-531/07) declara contraria al Derecho comu-
nitario la normativa austriaca que prohíbe a los
importadores de libros fijar un precio de venta
inferior al establecido o recomendado por el
editor para el país de publicación (in casu, Ale-
mania). Los hechos eran los siguientes. En
aplicación de la Ley austriaca sobre los precios
fijos de los libros, aprobada en el año 2000, la
Asociación Profesional del Libro de la Cámara
de Comercio de Austria obtuvo de un tribunal
una orden de cesación contra Libro Handelsge-
sellschaft mbH, sociedad con más de doscien-
tas librerías en Austria y que venía haciendo
publicidad de libros publicados en Alemana a
precios inferiores a los establecidos como
precios mínimos para el territorio austriaco.
Tras los pertinentes recursos, el asunto llegó al
Oberster Gerichtshof, tribunal de casación
austriaco, que planteó una decisión prejudicial
al Tribunal de Luxemburgo.

Partiendo de la base de que el artículo 28 del
Tratado prohíbe entre los Estados miembros no
sólo las restricciones cuantitativas a la impor-
tación, sino también “todas las medidas de
efecto equivalente”, el Tribunal recuerda su
consolidado criterio de que la aplicación a
productos procedentes de otros Estados miem-
bros de disposiciones nacionales que limiten
o prohíban ciertas modalidades de venta no
constituye un obstáculo a la libre circulación de
mercancías siempre que dichas disposiciones
se apliquen a todos los operadores afectados
que ejercen su actividad en el territorio espa-
ñol y afecten del mismo modo, de hecho y de

Derecho, a la comercialización de los produc-
tos nacionales y de los procedentes de otros
Estados miembros. La aplicación de este cri-
terio general al caso analizado conduce al
Tribunal a la afirmación de que la ley austriaca,
al prohibir a los importadores austriacos de
libros en alemán fijar un precio inferior al esta-
blecido o recomendado por el editor, deducido
el IVA, prevé un trato menos favorable para los
libros importados, ya que impide a los impor-
tadores austriacos, así como a los editores
alemanes, fijar los precios mínimos de venta al
público según las características del mercado
de importación, mientras que los editores aus-
triacos son libres de fijar ellos mismos los
precios mínimos de venta al por menor de sus
productos en el mercado nacional. La norma-
tiva austriaca crea, para los libros importados,
un régimen distinto que tiene el efecto de tra-
tar de manera menos favorable los productos
procedentes de otros Estados miembros, por lo
que no es conforme el artículo 28 del Tratado.

Frente a las alegaciones del Gobierno alemán,
que defendía la validez de la normativa
austriaca, el Tribunal razona que, aun supo-
niendo que las editoriales de libros en alemán,
en particular, las establecidas en Alemania, no
se vean desfavorecidas por la normativa aus-
triaca sobre los precios de los libros importa-
dos, ya que la ley austriaca les permite ejercer
un control de los precios aplicados en el
mercado austriaco y, al mismo tiempo, garan-
tizar que dichos precios no sean inferiores a los
aplicados en el Estado de edición, tales consi-
deraciones no permiten excluir que una norma-
tiva como la controvertida tiene el efecto de
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restringir la competitividad de los importadores
austriacos, al no poder éstos actuar libremente
en su mercado, contrariamente a los editores
austriacos que son sus competidores directos.

La Ley austriaca sobre los precios fijos de los
libros justificaba la normativa sobre el precio
fijo mínimo de los libros importados apelando a
la naturaleza de bien cultural de los libros, el
interés de los consumidores en precios razona-
bles de los libros y la realidad empresarial de
la industria del libro. En opinión del Gobierno
austriaco, a falta de una normativa sobre pre-
cios mínimos fijos de los libros importados, se
produciría una bajada de los precios de los
libros destinados al gran público que provoca-
ría la pérdida de los márgenes de beneficios
obtenidos gracias a la venta de este tipo de
obras, de lo que se derivaría, de un lado, que
no podrían financiarse la producción y la
comercialización de títulos con un contenido
más exigente pero económicamente menos
atractivos, y, de otro, que los pequeños mino-
ristas que proponen normalmente una amplia
gama de libros de este tipo serían expulsados
del mercado por los grandes minoristas que
venden ante todo productos comerciales.

Pero el Tribunal no comparte este razona-
miento. El objetivo de protección del libro en
cuanto bien cultual no puede constituir una
razón que justifique medidas de restricción a la
importación de las consideradas lícitas por el
artículo 30 del Tratado, ni cabe considerar que
la protección de la diversidad cultural en gene-
ral esté comprendida dentro de “la protección
del patrimonio artístico, histórico o arqueoló-
gico nacional” a que se refiere dicho precepto.
Tampoco puede invocarse en defensa de la
normativa austriaca el artículo 151 del Tratado,
relativo a la acción de la Comunidad Europea
en materia de cultura, pues esta disposición no
puede ser entendida como una norma que
introduce en el Derecho comunitario una causa
que justifique cualquier medida nacional en la
materia susceptible de obstaculizar el comercio
intracomunitario.

Ciertamente, la protección del libro en cuanto
bien cultural puede considerarse una exigencia
imperativa de interés público capaz de justifi-
car medidas que restrinjan la libre circulación
de mercancías, pero siempre que se trate de
medidas apropiadas para alcanzar el objetivo
establecido y no vayan más allá de lo necesario
para alcanzarlo. El objetivo de proteger el libro
en cuanto bien cultural puede alcanzarse a
través de medidas menos restrictivas para el
importador, por ejemplo, permitiendo a éste o
al editor extranjero fijar un precio de venta
para el mercado austriaco que tenga en cuenta
las características de dicho mercado. La con-
clusión del Tribunal es que la normativa
austriaca analizada no puede justificarse por los
artículos 30 y 151 del Tratado, ni por exigen-
cias imperativas de interés general. Por eso se
mantiene su calificación inicial de que se trata
de una normativa contraria al principio de libre
circulación de bienes.

MAYO 2009 2


